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Honorable Senado:


A S.E. EL 


PRESIDENTE


DEL H. 


SENADO.


En uso de mis facultades constitucionales, presento a vuestra consideración un proyecto de Ley cuyo objeto central consiste en introducir algunas modificaciones al Código Procesal Penal.


I.	LA REFORMA PROCESAL PENAL: UN CAMBIO GRADUAL.


Tal como lo hemos señalado en diversas ocasiones anteriores, la reforma procesal penal ha comenzado a implementarse en las regiones Cuarta de Coquimbo y Novena de La Araucanía, a partir del 16 de diciembre de 2000 y, más recientemente, en las regiones II de Antofagasta, III de Atacama y VII del Maule, a partir del 16 de octubre último.


Lo anterior implica que en cinco regiones del país se ha comenzado a aplicar el nuevo sistema de enjuiciamiento criminal contenido en el Código Procesal Penal, ampliamente debatido en años anteriores, y acordado como un proyecto de país, proceso al cual nadie puede resultar ajeno.


Hace poco hemos aprobado la Ley Nº 19.762, que cambia la gradualidad de la entrada en vigencia de la reforma procesal penal, publicada con fecha 13 de octubre de 2001 en el Diario Oficial, con la finalidad de poder introducir los ajustes que este cambio gradual requiere.


Se trata, en efecto, de una reforma que, en términos generales, puede calificarse de exitosa, pues ha logrado imprimir una mayor celeridad a la resolución de los conflictos jurídico-penales, haciendo efectivamente de la administración de justicia penal una actividad transparente, de cara a la gente, en la que la ciudadanía puede contemplar directamente la manera en que los jueces conocen y fallan este tipo de procesos y los procedimientos administrados por cada uno de los órganos de persecusión penal. 


Siempre se dijo que, como toda obra humana, era necesario implementarla en algunas regiones, a las que se calificó de piloto, para verificar en esa puesta en marcha las principales dificultades que se advirtieran, con la finalidad de ir introduciéndole las correcciones que de ese atento observar se estimaran necesarias.


Ello debe insertarse en la gran magnitud de la reforma en curso, de la que penden no solamente las modificaciones a las modalidades que tradicionalmente como país hemos implementado para la resolución de nuestros conflictos penales. En ella se juega también un cambio de corte más estructural, pues en base a ésta se redefine nuestra forma de resolución de conflictos, las modalidades que asume el aparato público encargado de darle solución y la relación que en su base le cabe al Estado respecto de los individuos. Estamos, entonces, frente a un proceso que redefine esta relación, en el marco de un sistema procesal centrado en las bases de un régimen democrático de gobierno, en el que el uso del poder penal y de sus facultades coactivas, se administran de manera racional, amparando con ello la igualdad y la dignidad de cada integrante de la comunidad.


Es natural, entonces, que en este marco de reformulación de nuestras relaciones sociales, se haga necesario parcializar su implementación, facilitando así los ajustes que dicho proceso aconseje. Es así como, a través del Ministerio de Justicia, se encargó a una comisión de expertos una evaluación de la aplicación práctica del sistema de enjuiciamiento criminal, a propósito del inicio de la segunda fase de implementación gradual de esta reforma en nuestro país. 


Esta comisión, para realizar su misión, se entrevistó en terreno con jueces de garantía, altos representantes de las Fiscalías Regionales del Ministerio Público, oficiales y personal de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones, defensores públicos, con el Fiscal Nacional y el Defensor Nacional, como asimismo a jueces del nuevo sistema. Adicionalmente, revisó diversos materiales y antecedentes, tales como estadísticas del funcionamiento del sistema, encuestas de percepción pública e información relativa a los recursos invertidos en la aplicación práctica de la reforma.


Con posterioridad a ello, procedió a la entrega de un informe de conclusiones, cuyo texto fuera remitido a las máximas autoridades del Poder Judicial, del Ministerio Público, de la Defensoría Penal Pública, de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, Colegio de Abogados y el Fiscal regional de la IV Región.


II.	CONTENIDOS DEL INFORME DE EVALUACION.


El referido informe señala, categóricamente que, en términos generales, la reforma procesal penal es exitosa, juicio que indudablemente compartimos. 


Sin perjuicio de ello, se detectó la presencia de algunos problemas que se estiman razonables para la envergadura del cambio introducido y que para nada ponen en cuestión la esencia del nuevo modelo de justicia que se ha comenzado a aplicar en el país, confirmando así la acertada decisión adoptada.


En términos generales, se señala que las instituciones que componen el nuevo sistema están bien establecidas y funcionando, sin conflictos profundos entre sí, en donde todos los actores, más allá de críticas puntuales, asignan al nuevo sistema las cualidades de ser más transparente, rápido y adecuado para la solución de los conflictos penales, especialmente aquellos más complejos.


Se ha detectado, sin embargo, que la principal dificultad radica en el tratamiento de la delincuencia menor, precisamente aquella que mayor impacto causa en la vida cotidiana de la gente, lo que ha comenzado a generar una percepción negativa en la comunidad. 


En efecto, la situación de algunos ilícitos penales, de baja significación y reproche para nuestra legislación penal, conlleva que el proceso penal que se origina a partir de esas conductas ilícitas, considere también mecanismos procesales de menor significación. 


Ello se traduce, por ejemplo, en que frente a una conducta constitutiva de un hurto falta, esto es, cuando una persona, sin violencia, intimidación o fuerza, se apropia de una cosa mueble ajena, de un valor que no excede a una unidad tributaria mensual; o de lesiones leves en conflictos vecinales, la policía no podía proceder a detener al autor, sino que debía proceder a dejarlo citado a la presencia del Fiscal, previa comprobación de su domicilio. 


Sin perjuicio del problema cultural que se manifiesta en este tipo de situaciones, en la que las medidas represivas y de control inmediato aparecen de manifiesto como una necesidad y exigencia a los ojos del sentir común, no es menos cierto que la sociedad debe idear los procedimientos que de mejor manera sean capaces de cautelar el desarrollo de las actividades cotidianas de la gente, para que todos trabajemos en paz. Se trata que las conductas que se ha estimado violentan dicha convivencia pacífica, puedan recibir el tratamiento normativo que de mejor manera exprese motivación y necesidad social, cotejando el margen de eficiencia en la proscripción de los hechos con la cautela de garantías.


En esta dirección, se ha estimado necesario introducir rápidos ajustes al Código Procesal Penal, con la finalidad de regular de una manera que responda adecuadamente a las falencias detectadas, particularmente de las regiones piloto en que la reforma procesal penal ya se encuentra en marcha y, de este modo, posibilitar que ésta continúe implementándose con la perspectiva exitosa antes reseñada. 


Tal como expresa el profesor Alberto Binder, los procesos penales contemporáneos se estructuran bajo la tensión permanente entre eficacia y garantía, de modo que el equilibrio entre ellas va determinando el tipo de proceso penal que se instala en nuestro país.


De allí que nos parezca de suma importancia resguardar que estos ajustes al Código Procesal Penal efectivamente reintroduzcan los equilibrios buscados entre ambos objetivos, lo que en el presente proyecto de ley nos parece resulta adecuado de acuerdo a lo observado en las regiones piloto.   


�
III.	CONTENIDO DEL PROYECTO.


El proyecto de ley que se somete a vuestra consideración, ha efectuado una revisión de las facultades policiales en las principales actuaciones en que les toca intervenir en el contexto del nuevo proceso penal, que pueden sintetizarse en las siguientes:


1.	En lo relativo al control de la detención.


Sabemos  que  el  control  de la detención reemplazó en nuestro sistema de enjuiciamiento criminal a la detención por sospecha, por la inconstitucionalidad contenida en esa facultad policial, más propia de sistemas represivos que desconocen los derechos fundamentales de todo ciudadano a la libertad personal y la seguridad individual, en los términos del artículo 19 Nº 7 de nuestra Constitución Política. 


De allí que, tomando como ejemplo la legislación española, se optó por configurar una hipótesis de intervención policial circunscrita a la existencia de indicios que permitieran suponer que una persona hubiese cometido o intentado cometer un crimen o simple delito, de que se dispusiese a cometerlo o de que pudiere suministrar informaciones útiles para la indagación correspondiente.


De lo que se trata, con este proyecto de ley, es de permitirle a la policía que en el contexto de un control de identidad, pueda proceder al examen de las vestimentas, equipaje o vehículo, de manera de resguardar a los funcionarios policiales que están efectuando dicho procedimiento de posibles ataques que pudiesen ser efectuados por quien se encuentra bajo este control, además de permitir la averiguación acerca de la existencia de evidencia del ilícito pesquisado.


Desde luego, con esta ampliación de las facultades policiales se persigue aumentar la eficacia de la persecución penal, teniendo en consideración la existencia de los resguardos adecuados a la protección y amparo de los derechos ciudadanos de todos.


2.	En cuanto a la detención por flagrancia. 


Una de las materias que estableció el Código Procesal Penal de una manera dogmática, es aquella relativa a la imposibilidad de detener a quienes fueren imputados de cometer una falta o un delito que la ley no sancionare con penas privativas o restrictivas de libertad, o bien cuando éstas no excedieren de presidio o reclusión menor en su grado mínimo.


Como consecuencia de ello, muchos de los delitos menores, de aquellos que producen una mayor inseguridad en la población, quedaron dentro de esta limitación, imponiéndoles a los policías un serio obstáculo para llevar adelante su labor preventiva y represiva de los hechos constitutivos de delito. 


De allí que se estime importante introducir una modificación que permita a las policías realizar su labor con eficacia, sin perjuicio de la existencia del control de la detención contemplado en el artículo 95 del mismo Código.


De esta manera quedará claro que, tratándose de las faltas, la regla general será que los policías procedan a llevar a las personas hasta el cuartel policial, para los efectos de practicar el procedimiento de la citación a la presencia del Fiscal, instituyéndose la conducción forzada con facultades de registro para fines de seguridad, que tiene en vista la misma finalidad antes expresada a propósito del control de identidad. Sin embargo, si ello fuere posible, se habilita jurídicamente a las policías para que dicho procedimiento lo practiquen en el mismo lugar de ocurrencia de los hechos.


No obstante lo anterior, se le entregan también atribuciones a los policías para detener en aquellos casos en que, teniendo presente la naturaleza del hecho ilícito o sus circunstancias, permitan suponer que de otra manera continuará la comisión del ilícito o cuando aparezca que la citación no resulta un medio idóneo para garantizar la comparecencia del imputado a los actos del procedimiento. En estos casos, la policía deberá informar de inmediato al Fiscal para los efectos de que éste resuelva si solicita al juez de garantía una audiencia de control de la detención o decide que la policía solamente deje citado al imputado.


Como una consecuencia de la posibilidad de detención por falta flagrante, se considera una norma especial para los efectos de que en esa audiencia de control de la detención, sea posible que se lleve adelante el procedimiento monitorio, con los efectos de celeridad que éste tiene asociados.


Por otra parte, para los efectos de hacer más operativo el sistema de medidas cautelares, se opta por llevar a las reglas generales a los simples delitos, de manera que se modifica con ese fin el artículo 124, eliminando la restricción para que procedan las medidas cautelares personales tratándose de simples delitos para los cuales la ley fije una pena no superior a presidio menor en su grado mínimo.


3.	Respecto de los exámenes corporales, entrada y registro en lugares cerrados.


Esta es una materia que también ha significado muchos problemas en su aplicación práctica, principalmente porque introduce criterios que resultan desconocidos para el actuar policial, con lo que no consiguen el propósito para el cual fueron redactadas las normas respectivas.


Es así como, para evitar interpretaciones complejas, se perfeccionan las facultades policiales en materia de exámenes corporales, entrada y registro en lugares cerrados, dejando el control de su ejercicio a los diversos actores del sistema.


En cada una de estas nuevas atribuciones que se entregan a las policías, existe el debido respeto por los contrapesos que aseguren su pertinencia, radicando fundamentalmente los resguardos en la legitimación del Fiscal.


Se trata de actuaciones administrativas, sujetas siempre al imperio del Derecho, que en esa línea, encuentran en cada caso los elementos fácticos y las consideraciones jurídicas que permiten justificar dicho accionar policial y de permitir que las policías cumplan su labor de manera eficaz, con plena observancia al deber de respeto y promoción de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana.


La existencia de mayores atribuciones policiales debe, necesariamente, entenderse en un marco de mayor confianza al accionar policial y, por lo mismo, a la legitimidad técnica que éstas adquieren en democracia como actores relevantes en las labores de persecución penal, que actúan de acuerdo a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella. Y por lo mismo, debemos entenderlo como una gran responsabilidad para éstas, que estamos seguros sabrán ejercer con integridad y ajustados a lo que el Estado espera de ellas.


4.	Modificaciones al procedimiento simplificado.


Por otra parte y con la finalidad de evitar que el procedimiento simplificado se transforme en otro juicio oral ante el juez de garantía, se modifica su estructura, en el sentido de permitir su sustanciación, en el evento que sea necesario, en dos audiencias diversas. En la primera, denominada audiencia preliminar, se presenta el requerimiento por el Fiscal y se generan las posibilidades de llegar a acuerdos reparatorios, o de suspender condicionalmente el procedimiento, o que exista un reconocimiento de responsabilidad y, conforme a ello, se dicte sentencia, alternativas que no siempre han sido asumidas como posibles en su tramitación.


Si el caso no ha terminado en esta audiencia, se preparará el juicio simplificado, provocando convenciones probatorias y excluyendo prueba, con la finalidad que el juicio que se llevará a efecto, sea lo más simple y breve posible. 


De lo que se trata, entonces, es de no desviar los recursos hacia figuras residuales o menores de la persecución penal.


5.	Acerca del procedimiento abreviado. 


Una de las modalidades alternativas al juicio oral que se consagra en el nuevo procedimiento penal, es el procedimiento abreviado, que ha tenido muy poca aplicación práctica, producto de los bajos incentivos existentes para su procedencia, que ha sido estimada como determinante en diversos estudios para el funcionamiento del sistema en su conjunto.


En virtud de ello es que se ha estimado indispensable introducir algunas modificaciones tendientes precisamente a producir incentivos mayores para que el imputado acepte los hechos y los antecedentes de la investigación fiscal, con la finalidad que el juez dicte su sentencia conforme a ella.


Esta modificación introduce una justificación para rebajar la pena, en un grado, de aquella que resulte legalmente aplicable, con la finalidad que el juez pueda aplicar el procedimiento abreviado sin que los fiscales se vean en la necesidad de tergiversar los antecedentes de la investigación.


6.	Mayor reconocimiento a la víctima en el nuevo proceso penal.


Una de las preocupaciones que se vieron reflejadas en el nuevo proceso penal, es la del surgimiento de la víctima como un interviniente real y de importancia dentro de éste. 


Desde luego, dicha configuración constituye un cambio paradigmático, que permite acercar a nuestro ordenamiento jurídico procesal penal a aquellos más avanzados del derecho comparado, en donde este reconocimiento implica su presencia en las diversas etapas del procedimiento.


Con esta finalidad, se configura un listado bastante más exhaustivo de los derechos que le asisten a la víctima en el nuevo proceso penal, que llega inclusive a la constatación que en el juicio oral, debe ser consultado antes de cerrar el debate.


7.	Otras modificaciones. 


Finalmente, se aprovecha de introducir con el proyecto, algunas correcciones meramente formales al texto del Código Procesal Penal, así como reformas menores que han sido percibidas como recomendables para posibilitar una interpretación unívoca de sus normas, en alguna área esencial del mismo.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente:











P R O Y E C T O   D E   L E Y:








"Artículo Único.-	Modifícase el Código Procesal Penal del siguiente modo:


1.-	Intercálase, en el artículo 6º, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero: 


"El fiscal deberá, además, promover durante el curso del procedimiento, la reparación del daño causado a la víctima, en los casos en que ello sea compatible con el interés de la persecución penal. En caso alguno este deber importará el ejercicio de las acciones civiles que pudieren corresponderle a ésta.".


2.-	Incorpórase, en el artículo 9º, el siguiente inciso final, nuevo: 


"Tratándose de casos urgentes, en que la inmediata autorización fuere indispensable para el éxito de la diligencia, ésta podrá ser solicitada y otorgada por cualquier medio idóneo al efecto, tal como teléfono, fax, correo electrónico u otro, sin perjuicio de la constancia posterior.".








3.-	Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 85:


	a.-	En el inciso primero, elimínase la expresión "crimen o simple" que antecede a la palabra "delito", en las dos ocasiones en que aparece mencionado.


	b.-	Sustitúyense los incisos segundo y tercero por los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto: 


		"Tratándose del control de identidad de una persona respecto de la cual existan indicios que hubiere cometido un delito o se aprestare a cometerlo, y siempre que se estimare que del control de identidad pudiere resultar peligro para el éxito de la diligencia o para la seguridad del agente policial, podrá procederse al registro de sus vestimentas o equipaje.


		En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad, o si habiendo recibido las facilidades del caso no le fuere posible hacerlo, la policía conducirá a la persona a la unidad policial más cercana para fines de identificación. En dicha unidad se le darán facilidades para procurar una identificación satisfactoria por otros medios distintos de los ya mencionados, dejándolo en libertad en caso de obtenerse dicho resultado. Si no resultare posible acreditar su identidad, se le tomarán huellas digitales. En este último caso, las huellas tomadas sólo podrán ser usadas para fines de identificación y, cumplido dicho propósito, serán destruidas.


		Los procedimientos dirigidos a obtener la identificación de una persona en los casos a que se refiere el presente artículo, deberán realizarse de la forma más expedita posible. En caso alguno dichos procedimientos podrán extenderse en su conjunto a un plazo superior a las ocho horas, transcurridas las cuales será puesto en libertad.".





4.-	Introdúcese, en el artículo 86, a continuación de las palabras "cuartel policial", la expresión: "con el objeto fundamental de facilitar su identificación", precedida de una coma (,).


5.-	Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso primero del artículo 109:


	a.-	En la letra e), sustitúyase la expresión ",y" con que termina, por un punto y coma (;).


	b.-	En la letra f), sustitúyase el punto final (.) por un punto y coma (;).


	c.-	Agréganse, a continuación de la letra f), las siguientes letras g) a w), nuevas:


		"g)	Presenciar todas las audiencias ante el juez de garantía y el tribunal del juicio oral en lo penal, en los procedimientos en que sea interviniente, y ser informada por el fiscal de lo ocurrido en ellas en los casos en que no haya podido asistir, y sólo con la excepción de aquellas que por su naturaleza requieran reserva y así se decrete judicialmente;


		h)	Recibir un trato digno y acorde con su condición, de parte del tribunal, del Ministerio Público, de los funcionarios administrativos de estas instituciones, del abogado defensor, de las Policías y los demás organismos auxiliares de la administración de justicia;


		i)	Ejercer los derechos que este Código le confiere, sin que se requiera para ello ser representada ni contar con el patrocinio de un abogado, salvo en aquellos casos en que la ley lo requiera, o cuando su actuación se refiera al ejercicio de acciones o recursos procesales;


		j)	Ejercer la acción penal privada conforme a las reglas de este Código;


		k)	Renunciar al derecho a denunciar los delitos de acción penal pública previa instancia particular;


		l)	Preparar la demanda civil, pudiendo solicitar, con posterioridad a la formalización de la investigación, la práctica de diligencias que considere necesarias, conforme lo dispuesto en el artículo 61 de este Código;


		m)	Desistirse de las acciones que haya entablado;


		n)	Que su identidad no sea informada a los medios de comunicación social por los funcionarios policiales, según lo dispuesto en el artículo 92;


		o)	Solicitar al tribunal la imposición de medidas cautelares personales y reales respecto del imputado, conforme las reglas de este Código;


		p)	Solicitar al fiscal la realización de diligencias de investigación, y la reapertura de aquella archivada provisionalmente;


		q)	Manifestar su interés en el inicio o continuación de la persecución penal, conforme lo dispuesto por el artículo 170, inciso tercero, de este Código;


		r)	Reclamar ante las autoridades del Ministerio Público, de la denegación de la solicitud de reapertura de la investigación y de la realización de diligencias, y de la decisión del fiscal de aplicar el principio de oportunidad, conforme a las reglas de este Código;


		s)	Solicitar al juez de garantía la revocación de la suspensión condicional del procedimiento, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 239 de este Código;


		t)	Convenir acuerdos reparatorios con el imputado, en los casos y en la forma establecidos en este Código;


		u)	Conocer la información relativa al imputado contenida en el Registro que lleve el Ministerio Público en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 246;


		v)	Ser instruida por el juez de garantía, al inicio de la audiencia del procedimiento simplificado, de la posibilidad de poner término al procedimiento mediante acuerdo reparatorio, en los casos que así procediere, y


		w)	Las demás que se le reconocen en este Código o en otras leyes a la víctima en cuanto tal o en su calidad de interviniente en el proceso.".





6.-	Sustitúyese el artículo 124 por el siguiente:


		"Artículo 124. Exclusión de otras medidas. Cuando la imputación se refiriere a faltas, o delitos que la ley no sancionare con penas privativas ni restrictivas de libertad, no se podrán ordenar medidas cautelares que recaigan sobre la libertad del imputado, con excepción de la citación.


		Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar en los casos a que se refiere el artículo 134 o cuando procediere el arresto por falta de comparecencia, la detención o la prisión preventiva de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 33.".





7.-	Intercálase, en el artículo 132, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero: 


		"En esta audiencia, tendrá lugar el examen de legalidad de la detención establecido en el artículo 95.".





8.-	Introdúcense, en el artículo 134, las siguientes modificaciones:


		a.-	Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 


			"Artículo 134. Citación en caso de flagrancia. Quien fuere sorprendido por la policía in fraganti cometiendo una falta, será citado a la presencia del fiscal, previa comprobación de su domicilio. Para esos efectos y si hubiere motivo para temer que la realización de la diligencia en ese lugar pudiere acarrear peligro para la seguridad del imputado, de la víctima o del agente policial, será conducido al recinto policial, previo registro de sus vestimentas, equipaje o vehículo.".


		b.-	Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 


			"No obstante, podrá procederse a la detención del imputado cuando la naturaleza del hecho ilícito o sus circunstancias permitan suponer al agente policial que de otra manera continuará la comisión del ilícito o cuando aparezca que la citación no resulta un medio idóneo para garantizar la comparecencia del imputado a los actos del procedimiento. En este caso, deberá informarse de inmediato al fiscal para los efectos de lo dispuesto en el inciso final del artículo 131, así como también al defensor.".





9.-	Sustitúyese el artículo 137 por el siguiente:


		"Artículo 137. Difusión de derechos. En todo recinto policial, de los juzgados de garantía, de los tribunales de juicio oral en lo penal, del Ministerio Público y de la Defensoría Penal Pública, deberán exhibirse en lugar destacado y claramente visible al público, un cartel en el cual se consignen los derechos de las víctimas y aquellos que le asisten a las personas que son detenidas. Asimismo, en todo recinto de detención policial y casa de detención deberá exhibirse un cartel en el cual se consignen los derechos de los detenidos. El texto y formato de estos carteles serán determinados por el Ministerio de Justicia.".





10.-	Sustitúyese, en el artículo 197, el inciso segundo por el siguiente: 


		"Si la persona que ha de ser objeto del examen, apercibido de sus derechos, consintiere en hacerlo, el fiscal o la policía ordenarán que se practique sin más trámite. En caso de negarse, se solicitará la correspondiente autorización judicial, exponiéndose al juez las razones del rechazo.".





11.-	Sustitúyese el artículo 206 por el siguiente: 


		"Artículo 206. Entrada y registro en lugares cerrados sin autorización judicial. La policía podrá entrar en un lugar cerrado y registrarlo, sin el consentimiento expreso de su propietario o encargado ni autorización judicial previa, cuando las llamadas de auxilio u otros antecedentes permitieren sospechar fundadamente que en el recinto se está cometiendo un delito. En estos casos, una vez practicada la diligencia, deberá informarse en forma inmediata al fiscal el hecho de su realización y sus resultados, por el medio más expedito posible, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 228.".





12.-	Sustitúyese, en el artículo 212, el inciso primero por el siguiente: 


		"Artículo 212. Procedimiento para el registro. La resolución que autorizare la entrada y el registro de un lugar cerrado se notificará al dueño o encargado, invitándolo a presenciar el acto, a menos que el juez de garantía autorizare la omisión de este trámite en base a antecedentes que hicieren temer que ello pudiere frustrar el éxito de la diligencia.".





13.-	Sustitúyase, en el artículo 280, inciso segundo, la expresión "Párrafo 3º del Título VIII del Libro Primero" por la expresión "Párrafo 6º del Título III del Libro Segundo".





14.-	Elimínase, en el artículo 281, inciso primero, la frase ", junto con los registros que debieren acompañarse,".





15.-	Agrégase, en el artículo 331, letra a), a continuación del numeral "280", la siguiente oración, precedida de una coma (,): "o en el caso a que se refiere el artículo 192".





16.-	Sustitúyese, en el artículo 338, inciso final, la frase "al acusado la palabra", por la siguiente: "la palabra a la víctima, si se encontrare presente y así lo deseare, y luego al acusado".





17.-	Introdúcense, en el artículo 392, las siguientes modificaciones:


		a.-	Incorpórase, en el inciso primero, a continuación de la expresión "faltas", la frase "y simples delitos".


		b.-	Sustitúyese el inciso final por los siguientes incisos nuevos:


			"Por el contrario, si, dentro del mismo plazo de quince días, el imputado manifestare, de cualquier modo fehaciente, su falta de conformidad con la imposición de la multa o su monto, o si el juez no considerare suficientemente fundado el requerimiento o la multa propuesta por el fiscal, se citará de inmediato a juicio, conforme a las normas del presente Título.


			Excepcionalmente, el fiscal podrá sustituir la comparecencia personal al juicio de los agentes policiales y peritos, con la lectura de las declaraciones e informes que le consten en sus antecedentes, a menos que se plantee una controversia sobre su credibilidad o integridad o que por la existencia de contradicciones fundamentales, el juez considere necesaria su comparecencia personal. En este último caso, podrá suspenderse la audiencia por un plazo máximo de cinco días, con la finalidad de conseguir la comparecencia de la persona de que se tratare.".





18.-	Introdúcense, en el artículo 393, las siguientes modificaciones:


		a.-	Sustitúyese, en el inciso primero, la frase "al juicio, el que no podrá tener lugar antes de veinte ni después de cuarenta", por la siguiente: "a una audiencia preliminar, la que no podrá tener lugar antes de diez ni después de treinta". 


		b.-	Derógase el inciso final.





19.-	Agrégase, a continuación del artículo 393, el siguiente artículo 393 bis, nuevo: 


		"Artículo 393 bis. Procedimiento simplificado en casos de falta o simple delito flagrante. Tratándose de una persona sorprendida in fraganti cometiendo una falta o un simple delito de aquellos a que da lugar este procedimiento, el fiscal podrá disponer que el imputado sea puesto a disposición del juez de garantía, para el efecto de comunicarle en esa audiencia, de forma verbal, el requerimiento a que se refiere el artículo 391 y proceder de inmediato conforme a lo dispuesto en este título. 


		También podrá, en dicha audiencia, presentar el requerimiento a que se refiere el artículo 392, si ello resultare procedente.".





20.-	Agrégase, en el artículo 394, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración final: "Asimismo, el fiscal podrá proponer la suspensión condicional del procedimiento, si se cumplieren los requisitos del artículo 237.".





21.-	Sustitúyese, en el artículo 395, el inciso final por el siguiente: 


		"Si el imputado admitiere responsabilidad en el hecho, el tribunal dictará sentencia inmediatamente, en base a los antecedentes de la investigación del fiscal. En estos casos, el juez aplicará únicamente pena de multa, a menos que concurrieren antecedentes calificados que justificaren la imposición de una pena privativa o restrictiva de libertad, sea copulativa o disyuntiva, en conformidad a la ley penal aplicable, los cuales se harán constar en la sentencia. Con todo, la imposición de la pena privativa o restrictiva de libertad no procederá si, al dirigirle la pregunta a que se refiere el inciso primero, el juez no le hubiere advertido acerca de esta posibilidad.".





22.-	Introdúcense, en el artículo 396, las siguientes modificaciones:


		a.-	Sustitúyese el inciso primero por los siguientes incisos primero, segundo, tercero y cuarto, nuevos, pasando los actuales segundo y tercero a ser quinto y sexto: 


			"Artículo 396. Realización del juicio. Cuando el imputado solicitare la realización del juicio, el juez de garantía procederá de acuerdo a lo previsto en el Párrafo 3º del Título II del Libro II, de este Código, en cuanto se adecue a la brevedad y simpleza de este procedimiento.


			El juez de garantía fijará la fecha de realización del juicio, el que deberá tener lugar no antes de diez ni después de treinta días contados desde la notificación del auto de apertura del juicio simplificado.


			Se citará a la audiencia a todos los intervinientes. Tratándose del imputado, éste deberá ser citado con a lo menos cinco días de anticipación al juicio, bajo los apercibimientos de los artículos 33 y 141, inciso cuarto. Los testigos y peritos sólo serán citados judicialmente cuando las partes así lo soliciten expresamente.


			El juicio se llevará a cabo dándose lectura al requerimiento del fiscal y a la querella, si la hubiere. Enseguida se recibirá la prueba ofrecida por los comparecientes y se escucharán sus alegatos, tras lo cual se preguntará a la víctima y al imputado si tienen algo que agregar. Con esas declaraciones o sin ellas, el juez pronunciará su decisión de absolución o condena y fijará una nueva audiencia, para dentro de los cinco días próximos, para dar a conocer el texto escrito de la sentencia.".


		b.-	Sustitúyese, en el inciso tercero, que ha pasado a ser sexto, la frase "en el inciso tercero del artículo 393", por: "en este artículo".





23.-	Introdúcense, en el artículo 406, las siguientes modificaciones: 


		a.-	Elimínase, en el inciso primero, la frase ", en la audiencia de preparación del juicio oral,".


		b.-	Modifícase el inciso segundo en el siguiente sentido:


			i.-	Agrégase, a continuación de la palabra "imputado", la siguiente oración: "con la participación de su defensor, y".


			ii.-	Sustitúyese la expresión "acusación", por: "requerimiento".


		c.-	Incorpóranse, a continuación del inciso final, que pasa a ser tercero, los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos,: 


			"El requerimiento a que se refiere el presente artículo deberá contener las menciones de las letras a), b), c), d), e) y g) del artículo 259. 


			Si el juicio abreviado no se llevare a efecto, por cualquier causa, se tendrá por no presentado el requerimiento antes señalado y se continuará adelante con el procedimiento, en la fase que correspondiere, disponiéndose en lo demás de acuerdo al inciso final del artículo 410.


			La aceptación de los hechos a que se refiere el inciso segundo del presente artículo, podrá ser considerada, a solicitud del fiscal, como una colaboración sustancial para la investigación, pudiendo aplicarse, en virtud de ello, una pena rebajada en un grado contado desde el mínimo señalado en la ley para el delito de que se trate, sin perjuicio de las demás reglas que sean aplicables para determinar la pena.".





24.-	Reemplázase el artículo 407 por el siguiente:


		"Artículo 407. Oportunidad para solicitar el procedimiento abreviado. La solicitud del fiscal de proceder de conformidad al procedimiento abreviado podrá ser planteada al juez de garantía verbalmente o por escrito, desde la audiencia de formalización de la investigación, hasta la oportunidad a que se refiere el artículo 248. Asimismo, podrá ser solicitada durante la audiencia de preparación del juicio oral, en cuyo caso el fiscal y el acusador particular, si lo hubiere, podrán modificar su acusación, así como la pena requerida, a fin de permitir la tramitación del procedimiento conforme a las normas de este Título.".".


Dios guarde a V.E.,
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